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SALARIOS CAÍDOS. FECHA QUE DEBE TENERSE EN CUENTA PARA 

DETERMINAR HASTA CUÁNDO DEBEN CUBRIRSE CUANDO EL PATRÓN 

OFRECE LA REINSTALACIÓN Y EL TRABAJADOR LA ACEPTA, PERO NO SE 

LLEVA A CABO POR CAUSAS IMPUTABLES A ÉSTE. 

 

De conformidad con el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, la acción de reinstalación 

tiene su origen en el despido injustificado del trabajador, y su finalidad es la de que la relación 

laboral continúe en los términos y condiciones pactados, como si nunca se hubiera 

interrumpido y que se le entreguen los salarios que deje de percibir durante el tiempo que 

dure interrumpido el vínculo; por tanto, cuando en el curso del procedimiento la demandada 

ofrece reinstalar al actor y éste acepta, la Junta, con fundamento en los artículos 837 y 838 

de la ley referida, debe señalar fecha para que tenga lugar la reinstalación, y ésta es la que 

debe tenerse en cuenta para determinar hasta cuándo deben cubrirse los salarios caídos, en el 

caso de que aquélla no se lleve a cabo por causas imputables al trabajador; siempre y cuando 

en el laudo se establezcan la existencia del despido y la condena al pago de esos salarios. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 92/2018. Afore XXI Banorte, S.A. de C.V., antes Banorte Generali, S.A. 

de C.V., Administradora de Fondos para el Retiro. 12 de abril de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: Herlinda Flores Irene. Secretaria: Teresa de Jesús Castillo Estrada.  

Amparo directo 93/2018. Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de Banca Múltiple, 

Grupo Financiero Banorte. 12 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Herlinda 

Flores Irene. Secretaria: Teresa de Jesús Castillo Estrada. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de julio de 2018 a las 10:13 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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PENSIONES A CARGO DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL 

ARTÍCULO 273, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA DEROGADA LEY DEL SEGURO 

SOCIAL, LO OBLIGA A PAGAR LAS DIFERENCIAS RESPECTIVAS DESDE LA 

FECHA EN QUE OTORGÓ ESA PRESTACIÓN, SIEMPRE Y CUANDO LE SEA 

IMPUTABLE EL ERROR ARITMÉTICO EN SU CUANTIFICACIÓN Y NO 

PROVENGA DE DATOS INCORRECTOS PROPORCIONADOS POR EL PATRÓN. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 

23/2017 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIONES Y JUBILACIONES. LA ACCIÓN 

PARA DEMANDAR EL PAGO DE SUS DIFERENCIAS VENCIDAS ESTÁ SUJETA A 

LA PRESCRIPCIÓN."; sostuvo que la prescripción opera, en términos de la legislación 

relativa, respecto de los montos vencidos de diferencias en el pago de pensiones que 

correspondan a cantidades generadas en un momento determinado y no cobradas cuando 

fueron exigibles. Ahora bien, dicha jurisprudencia –cuyo contenido reitera la Segunda Sala– 

no resulta aplicable en aquellos asuntos en los que los pensionados que ya gocen de una 

pensión demuestren fehacientemente que, por errores del Instituto Mexicano del Seguro 

Social, han recibido una cantidad menor a la que tenían derecho, supuesto en el cual deberá 

retrotraerse el pago completo que les correspondía al momento en que dicho organismo se 

equivocó en la cuantificación de esa prestación. En efecto, para el supuesto descrito existe 

un procedimiento especial regulado en el artículo 273, fracción I, inciso a), de la derogada 

Ley del Seguro Social, el cual establece que cuando una pensión u otra prestación en dinero 

se haya concedido por error que afecte a su cuantía o a sus condiciones, la modificación que 

se haga entrará en vigor desde la fecha de la vigencia de la prestación, siempre y cuando se 

acredite fehacientemente que fue el propio Instituto quien incorrectamente la hubiese 

cuantificado, decisión legislativa que expresamente señala que los equívocos en la 

liquidación de las pensiones no imputables al asegurado o a sus beneficiarios tienen un 

tratamiento especial en la ley cuando provengan de errores probados y atribuibles a ese 

organismo. Caso distinto ocurre cuando el interesado demanda el pago de una pensión de la 

cual aún no gozaba, o bien, cuando disfrutando de ella no demuestre que el pago incompleto 

que reclame proviene de errores del Instituto mencionado, toda vez que en ambos casos sí 

opera la figura de la prescripción conforme a la jurisprudencia citada en primer término. 

Conviene precisar que en estos casos el tipo de error al que se refiere la norma en cuestión, 

es de aquellos que tienen una naturaleza estrictamente aritmética, y cuyo origen sea por 

completo ajeno a posibles datos equivocados que hubiera proporcionado el patrón, pues 

tratándose de supuestos errores en los conceptos que integran la pensión o de aparentes 

inexactitudes en la información patronal ofrecida, la controversia deberá ventilarse ante los 

tribunales laborales respectivos, sin prescindir de la figura de la prescripción que, en su caso, 

hubiera operado. 



 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 31/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 

Primero en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito y Segundo en Materia de 

Trabajo del Cuarto Circuito. 11 de abril de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto 

Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 

Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Eduardo Medina Mora 

I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo 

Circuito, al resolver el amparo directo 132/2015, y el diverso sustentado por el Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 

66/2016.  

Tesis de jurisprudencia 57/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintitrés de mayo de dos mil dieciocho.  

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 31/2018. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de julio de 2018 a las 10:13 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 09 de julio de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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TIEMPO EXTRAORDINARIO. LOS MINUTOS O FRACCIONES DE HORA 

LABORADOS ADICIONALMENTE A LA JORNADA DE TRABAJO SON 

ACUMULABLES Y SE PAGARÁN EN TÉRMINOS DE LA LEY POR UNIDAD DE 

HORA COMPLETA COMPUTADOS SEMANALMENTE. 

 

Los artículos 66 y 67 de la Ley Federal del Trabajo prevén que el cálculo del tiempo 

extraordinario a la jornada es semanal y acumulable dentro de ese periodo, pues así se 

determina el pago doble o triple de las horas extraordinarias, por lo que, en ese sentido, si las 

horas pueden acumularse, haciendo una interpretación de aquellos preceptos de conformidad 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=27927&Clase=DetalleTesisEjecutorias


con los artículos 2o. y 3o. del ordenamiento mencionado como lo dispone su artículo 18, el 

mismo camino deben seguir los minutos o fracciones de hora que sumados por semana 

puedan formar horas completas y hacer exigible su pago, en términos de ley. En ese orden 

de ideas, los minutos o fracciones de hora excedentes al momento en que concluya la jornada 

de trabajo son acumulables a la semana para formar horas completas y, por ende, es exigible 

su pago, siempre y cuando en el sumario laboral se acrediten dichos lapsos como tiempo 

extraordinario. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 107/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 

Primero del Décimo Octavo Circuito y Tercero del Primer Circuito, ambos en Materia de 

Trabajo. 6 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 

Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 

Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González 

Salas, y se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos manifestando 

que formularía voto concurrente. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 

Teresa Sánchez Medellín.  

Tesis y criterio contendientes:  

Tesis I.3o.T.41 L (10a.), de título y subtítulo: "TIEMPO EXTRAORDINARIO. LOS 

MINUTOS O FRACCIONES DE HORA LABORADOS ADICIONALMENTE A LA 

JORNADA DE TRABAJO SÓLO SON PAGABLES SI EN EL PERIODO DE UNA 

SEMANA FORMAN HORAS COMPLETAS.", aprobada por el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación del viernes 14 de julio de 2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 44, Tomo II, julio de 2017, 

página 1111, y  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Octavo 

Circuito, al resolver el amparo directo 1034/2017.  

Tesis de jurisprudencia 76/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veinte de junio de dos mil dieciocho.  

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 107/2018. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

miércoles 01 de agosto de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=27954&Clase=DetalleTesisEjecutorias
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SEGURO SOCIAL. SALARIO Y FECHA QUE DEBEN CONSIDERARSE PARA LA 

CORRECCIÓN DEL MONTO DE LA PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD 

AVANZADA QUE OTORGA AQUÉL (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 33 

Y 273 DE LA LEY DE LA MATERIA DEROGADA). 

 

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos obliga a las 

autoridades a realizar una interpretación de las normas aplicando el principio pro persona, 

esto es, buscando siempre la interpretación que otorgue la protección más amplia, el cual 

debe operar en dos vías; primero, atendiendo a la naturaleza del asunto, es decir, a partir de 

la materia sujeta a revisión, por lo que tratándose del derecho laboral, debe protegerse a la 

clase trabajadora (pensionados, mujeres trabajadoras y menores de edad) y, segundo, 

respecto de la persona que promueve el amparo, para no transgredir el principio non 

reformatio in peius, y no modificar un laudo en el que se perjudique más al quejoso. En este 

sentido, si el artículo 33 de la Ley del Seguro Social derogada y la jurisprudencia 2a./J. 

85/2010, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 

"SEGURO SOCIAL. EL SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE 

COTIZACIÓN, BASE PARA CUANTIFICAR LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, 

VEJEZ Y CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, TIENE COMO LÍMITE SUPERIOR EL 

EQUIVALENTE A 10 VECES EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL 

DISTRITO FEDERAL, ACORDE CON EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 

DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997.", no establecen 

qué salario mínimo vigente en la ahora Ciudad de México debe aplicarse para fijar el tope 

máximo de una pensión, debe entenderse que es el vigente en la fecha en que se otorga la 

pensión; sin embargo, el problema surge al precisar la fecha que debe considerarse en el caso 

de una cuantificación incorrecta, cuando el pensionado acude a la autoridad competente para 

su corrección. Así, si el artículo 33 aludido restringe el derecho a recibir una pensión en los 

términos reales en los que se cotizó, debe procurarse que esa restricción sea lo menos invasiva 

posible, por lo que para resolver esa problemática debe considerarse el numeral 273 de la ley 

citada, que establece las fechas en las cuales se corregirán los errores en el pago de las 

pensiones y prestaciones en dinero que otorga el Seguro Social y que tienen como tope 

máximo diez salarios mínimos generales en la Ciudad de México a la fecha en que se 

otorguen, salvo por una incorrecta cuantificación en que se desconoce quién ocasionó el 

error, supuesto en el cual la nueva pensión deberá toparse a diez salarios mínimos vigentes a 

la fecha en que se emita el laudo modificatorio, pues es la forma en que se beneficiará a la 

persona que sufrió el menoscabo en su patrimonio por el error en el cálculo de la pensión y 

el derecho a gozar de una pensión de cesantía se restringe en menor medida. 

 



CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 1104/2016. Instituto Mexicano del Seguro Social. 31 de agosto de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús López Arias. Secretaria: Erika Vianey García 

Colmenero.  

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 85/2010 citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, julio de 2010, página 

311. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 

VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 

PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

 

El artículo mencionado al prever la posibilidad de que las personas físicas que tributan en el 

Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, puedan realizar diversas deducciones 

adicionales a las que les corresponden a cada una de las actividades que desarrollan, tales 

como son los pagos por honorarios médicos y dentales, así como los gastos hospitalarios, 

pero condicionando a que esas erogaciones se efectúen a través de cheque nominativo del 

contribuyente, transferencias electrónicas de fondos, desde cuentas abiertas a nombre del 

contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y las entidades que para 

tal efecto autorice el Banco de México o mediante tarjeta de crédito, de débito, o de servicios, 

no vulnera el principio de proporcionalidad tributaria, en tanto que la norma no impide el 

ejercicio del derecho a la deducción, sino que señala la forma en que deben efectuarse dichas 

erogaciones. Ahora bien, tal condicionante, se estableció por razones de política fiscal a 

efecto de identificar el pagador del gasto que se deduce, lo que otorga mayor certeza de que 

las personas que las realizan son quienes efectuaron el gasto y que sean coincidentes, 

precisamente, con las erogaciones a que se refiere la ley, lo que permitirá evitar actos de 

evasión y elusión fiscal, además de que facilita el ejercicio de las facultades de comprobación 

con las que cuenta la autoridad hacendaria, de lo que se tiene que es válido que las personas 

físicas, por regla general, deban efectuar sus erogaciones a través de los esquemas instaurados 



por el sistema financiero. Por tanto, el establecimiento de requisitos formales por parte del 

legislador para poder efectuar una deducción, en principio, no implica una vulneración al 

principio de proporcionalidad tributaria, pues la imposibilidad de considerar un gasto dentro 

del esquema del impuesto sobre la renta deriva del incumplimiento de esa formalidad, pero 

no por el desconocimiento –per se– por parte del legislador de ese gasto. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 633/2017. Francisco Reséndiz Becerra. 10 de enero de 2018. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Fernando Cruz Ventura.  

Amparo en revisión 1105/2017. Javier López Rodríguez. 7 de febrero de 2018. Mayoría de 

cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 

Secretario: Abraham Pedraza Rodríguez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 

VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 

PROGRESIVIDAD EN SU VERTIENTE DE NO REGRESIVIDAD. 

 

El artículo mencionado al prever la posibilidad de que las personas físicas puedan deducir 

los pagos por honorarios médicos y dentales, así como los gastos hospitalarios, pero 

condicionando a que esas erogaciones se efectúen a través de cheque nominativo del 

contribuyente, transferencias electrónicas de fondos, desde cuentas abiertas a nombre del 

contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y las entidades que para 

tal efecto autorice el Banco de México o mediante tarjeta de crédito, de débito, o de servicios, 

no vulnera el principio de progresividad en su vertiente de no regresividad, ya que la 

circunstancia de que el legislador hubiera establecido tal requisito formal para poder efectuar 



las deducciones en comento no limita su acceso o ejercicio por los causantes, sino que ese 

derecho lo mantienen en todo momento, siempre que cumplan con la modalidad en la forma 

de pago, lo que no puede considerarse como una medida que merme la protección de un 

derecho a favor del quejoso. Máxime, si se toma en cuenta que los causantes no gozan con 

el derecho fundamental de tributar de la misma manera de forma indefinida, ya que contribuir 

al gasto público es una obligación consignada en el artículo 31, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y no un bien que ingrese al 

patrimonio del contribuyente. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 633/2017. Francisco Reséndiz Becerra. 10 de enero de 2018. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Fernando Cruz Ventura. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 

VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, CUMPLE CON LAS GRADAS DE 

IDONEIDAD Y NECESIDAD DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 

GENÉRICA O DE RAZONABILIDAD. 

 

El precepto citado al establecer los requisitos para deducir los gastos por honorarios médicos 

y dentales, así como los hospitalarios, cumple con el principio de razonabilidad o 

proporcionalidad genérica, pues del proceso legislativo que dio origen a la medida reclamada, 

se advierte que es idónea, ya que se estableció a efecto de identificar el pagador del gasto que 

se deduce y así otorgar mayor certeza de que las personas que las realizan son quienes 

efectuaron el gasto y que sean coincidentes, precisamente, con las erogaciones a que se 

refiere la ley (finalidad inmediata), lo que permitirá evitar actos de evasión y elusión fiscal, 

además de facilitar el ejercicio de las facultades de comprobación (finalidad mediata). Esto 

es, que las erogaciones efectuadas por personas físicas por concepto de honorarios médicos 

y dentales, así como por gastos hospitalarios, condicionadas a que se realicen a través de 



cheque nominativo del contribuyente, transferencias electrónicas de fondos, desde cuentas 

abiertas a nombre del contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y 

las entidades que para tal efecto autorice el Banco de México o mediante tarjeta de crédito, 

de débito, o de servicios, sí permite identificar el sujeto que realiza la erogación y el tipo de 

gasto, con lo cual se evitará la elusión y evasión fiscales. Sin que la emisión del comprobante 

fiscal digital por internet pueda considerarse como un elemento suficiente para estimar 

procedente la deducción, en tanto que para ello se requiere, además, que cumplan con los 

requisitos especiales que se establecen por cada una de las leyes tributarias específicas, como 

es la Ley del Impuesto sobre la Renta y, en concreto, que el pago de los honorarios médicos 

y dentales, así como los gastos hospitalarios se realicen a través de los mecanismos previstos 

en el sistema financiero. Por otro lado, la medida es necesaria al no existir, en principio, otro 

medio alternativo igualmente idóneo para alcanzar la finalidad propuesta, sin que pueda ser 

sustituida por el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad fiscal, pues, una 

de las razones por las que se estableció la medida en comento fue la de facilitar el ejercicio 

de las facultades fiscalizadoras con las que cuenta la autoridad hacendaria. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 633/2017. Francisco Reséndiz Becerra. 10 de enero de 2018. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Fernando Cruz Ventura.  

Amparo en revisión 1066/2017. Mario Bertrán Marce. 21 de febrero de 2018. Mayoría de 

cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román 

Silva. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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PRESUNCIÓN DE OPERACIONES INEXISTENTES. SI LA AUTORIDAD FISCAL NO 

EMITE Y NOTIFICA LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN EL PROCEDIMIENTO 

RELATIVO, DENTRO DE LOS TREINTA DÍAS SIGUIENTES A AQUEL EN QUE EL 



CONTRIBUYENTE APORTÓ LA INFORMACIÓN O DOCUMENTACIÓN PARA 

DESVIRTUAR LOS HECHOS QUE LO ORIGINARON, PRECLUYE SU FACULTAD 

PARA HACERLO. 

 

El artículo 69-B, tercer párrafo, del Código Fiscal de la Federación, y la regla 1.4., último 

párrafo, de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2016 establecen el plazo para que en el 

procedimiento de presunción de operaciones inexistentes, por falta de respaldo de los 

comprobantes fiscales que emite el contribuyente, la autoridad pueda analizar las pruebas y 

defensas, emitir la resolución correspondiente y notificarla, el cual se traduce en una 

formalidad o limitación temporal para realizar dichas actuaciones. Por tanto, si la autoridad 

no emite y notifica la resolución definitiva en el procedimiento señalado, dentro de los treinta 

días siguientes a aquel en que el contribuyente aportó la información o documentación para 

desvirtuar los hechos que lo originaron, se extingue su facultad para hacerlo, por lo que ésta 

no podrá declarar inexistentes las operaciones, con independencia de que esa consecuencia 

jurídica no esté prevista expresamente en la ley, pues ello no implica que la autoridad pueda 

actuar en cualquier tiempo, sino que debe atenderse al derecho fundamental de seguridad 

jurídica para declarar la preclusión, a fin de evitar que quede al arbitrio de aquélla la 

conclusión del procedimiento iniciado unilateralmente contra el particular y no afectar dicha 

prerrogativa con el incumplimiento de la autoridad. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 150/2018. Versori, S.A. de C.V. 12 de abril de 2018. Unanimidad de votos. 

Ponente: Álvaro Ovalle Álvarez. Secretario: Víctor Cisneros Castillo. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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PODER GENERAL PARA ACTOS DE ADMINISTRACIÓN, SU OTORGAMIENTO 

NO LLEVA IMPLÍCITAS LAS FACULTADES QUE SON PROPIAS DEL PODER 

GENERAL PARA PLEITOS Y COBRANZAS, PUES NO EXISTE ENTRE ELLOS UNA 

GRADACIÓN O JERARQUÍA. 

 

La interpretación gramatical, sistemática y funcional de los artículos 2553 y 2554 del Código 

Civil Federal, así como 2447 y 2448 del Código Civil para el Estado de Nuevo León, de 



contenido prácticamente idéntico, se colige que no se establece gradación o jerarquía entre 

los poderes generales, para actos de administración y los otorgados para pleitos y cobranzas, 

por lo que a efecto de determinar entre ellos cuál fue el poder general otorgado, es necesario 

sujetarse a un principio de mención expresa, esto es, deberá atenderse al que fue 

expresamente conferido, sin que entre ellos pueda inferirse a manera de presunciones, una 

extensión sobre el tipo de poder otorgado, máxime porque no se trata de actividades análogas, 

de forma que quien administra no realiza una labor similar a quien controvierte actos y cobra, 

por lo que no podría entenderse que uno incluye al otro.  

 

PRIMERA SALA 

 

Contradicción de tesis 225/2016. Entre las sustentadas por el Décimo Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 31 de enero de 2018. La votación se dividió 

en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 

Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, 

Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: Arturo Zaldívar 

Lelo de Larrea y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes reservaron su derecho para 

formular voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez 

Almaraz.  

Tesis y/o criterios contendientes:  

El Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver el amparo directo 7412/2001, sostuvo la tesis I.12o.A.3 K, de rubro: "PODERES 

GENERALES PARA ACTOS DE DOMINIO, DE ADMINISTRACIÓN, Y PARA 

PLEITOS Y COBRANZAS. EXISTE UNA GRADACIÓN O JERARQUÍA DE LA QUE 

NACEN FACULTADES IMPLÍCITAS.", publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, febrero de 2002, página 899, registro 

digital: 187734.  

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver 

el recurso de queja 330/2014, sostuvo la tesis IV.2o.A.81 K (10a.), de título y subtítulo: 

"PODER GENERAL PARA ACTOS DE ADMINISTRACIÓN. ES INSUFICIENTE 

PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO, SI NO EXISTE CLÁUSULA EXPRESA 

QUE FACULTE AL MANDATARIO PARA ELLO, AL NO EXISTIR GRADACIÓN O 

JERARQUÍA ENTRE LOS DISTINTOS TIPOS DE PODERES (LEGISLACIÓN DEL 

ESTADO DE NUEVO LEÓN).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo II, abril de 2015, página 1770, registro digital: 

2008854.  

Tesis de jurisprudencia 19/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 

en sesión privada de catorce de marzo de dos mil dieciocho.  

 



Ejecutorias  

Contradicción de tesis 225/2016. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

miércoles 01 de agosto de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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ESTÍMULO POR PUNTUALIDAD DE LOS TRABAJADORES DEL SEGURO 

SOCIAL. FORMA DE CALCULARLO PARA DETERMINAR LAS DIFERENCIAS EN 

LA PRIMA DE ANTIGÜEDAD, CUANDO NO SE PERCIBE LAS 24 QUINCENAS 

DEL ÚLTIMO AÑO LABORADO. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el estímulo por puntualidad debe 

considerarse como integrante del salario, siempre y cuando se hubiese obtenido, por lo 

menos, en 18 de las 24 quincenas que componen el último año de servicios, previo a la 

jubilación. En el artículo 93 del Reglamento Interior de Trabajo del Instituto Mexicano del 

Seguro Social dispone que el trabajador que reúna los requisitos en él precisados tendrá un 

estímulo por puntualidad; sin embargo, no prevé la forma de calcularlo cuando el trabajador 

no lo percibe en las 24 quincenas; por ello, ante la falta de ese indicador, debe acudirse al 

promedio, que se obtiene del número de quincenas recibidas, para que la suma sea dividida 

entre las veces que se percibió y el resultado será la base para calcular las diferencias de la 

prima de antigüedad. 

 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 79/2018. Josefina Salgado Ramírez. 26 de abril de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: José Manuel Hernández Saldaña. Secretaria: Margarita Jiménez Jiménez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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ANTIGÜEDAD. ES IMPROCEDENTE SU RECONOCIMIENTO "DESDE QUE INICIÓ 

LA RELACIÓN DE TRABAJO", SI QUEDÓ PROBADO O EL TRABAJADOR 

ACEPTÓ QUE DEJÓ DE LABORAR POR CIERTO PERIODO PARA EL PATRÓN, AL 

TRATARSE DE DOS RELACIONES LABORALES DIFERENTES. 

 

Si quedó probado o el trabajador aceptó que dejó de laborar por cierto periodo para un patrón, 

pero reclamó el reconocimiento de su antigüedad "desde que inició la relación de trabajo", 

puede entenderse que al utilizar la preposición "desde" pretendió el reconocimiento 

ininterrumpido de aquélla, es decir, a partir del primer vínculo laboral, lo que es 

improcedente, debido a que al romperse el nexo inicial, con el reingreso comenzó uno nuevo, 

esto es, se trata de dos relaciones de trabajo diferentes. No obstante, este criterio es 

inaplicable a las cotizaciones de seguridad social que regula la ley o si existe disposición en 

contrario en las condiciones generales o algún contrato de trabajo (colectivo o individual).  

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL DÉCIMO 

SEXTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 1037/2017. Karina Reyna Hernández. 12 de abril de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: Francisco González Chávez. Secretaria: Beatriz Flores Núñez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
 

 


